F.U.

En la ciudad de Dolores, a los 24 días del mes de julio del año dos mil ocho, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial, en Acuerdo Ordinario, con el objeto de dictar sentencia en la causa nº 87.033, caratulada: "T., M. c/ G., J. J.  s/ DIVORCIO", habiendo resultado del pertinente sorteo (arts. 263, CPCC; 168 CONST. PROV.), que los Señores Jueces debían votar según el siguiente orden: Doctores María R. Dabadie y Francisco Agustín Hankovits.

      El Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

------------------C U E S T I O N E S------------------

      1ª.) ¿Es justa la sentencia apelada?

      2ª.) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

--------------------V O T A C I O N--------------------

------A LA PRIMERA CUESTION LA DRA. DABADIE DIJO:------      

      1. Situación apelatoria.

      Contra el resolutorio de fs. 20 y vta. deducen recurso de apelación las partes de autos a fs. 21, luciendo los memoriales fundantes a fs. 22 y vta. y 24 

                                                 //////

///// y vta., respectivamente.

      El interlocutorio recurrido fue dictado como consecuencia del pedido formulado por ambos litigantes, en cuanto manifestaron en presentación conjunta que el proceso de divorcio vincular iniciado a la luz del art. 215 del Código Civil continuara su tramitación conforme lo prescripto por el art. 214 inc. 2 del mismo código.

      La iudex a quo con pie en el art. 63 apartado II inciso “a” de la ley 9229/78 modificada por la ley 10.571, decidió que era incompetente para conocer en un proceso de divorcio vincular fundado en la causal objetiva que prevé el art. 214 inc. 2 Cód. Civil. Dispuso en su consecuencia no hacer lugar a la modificación peticionada debiendo concurrir por la vía que corresponda, ejecutoriado el resolutorio archivar el expediente.

      Contra esta forma de decidir se alzan ambos litigantes quienes han transitado el proceso hasta el presente en presentación conjunta con un único patro cinio letrado. Fundan su agravio en el entendimiento de que habiendo contraído matrimonio en  Gral.  Madariaga,  el Juzgado de Paz Letrado de ese partido resulta competente. Completa su queja con una situación de hecho que es la cercanía del órgano jurisdiccional a su lugar de residencia, aunado a las dificultades de diversa naturaleza que les conllevaría tramitar el proceso sucesorio ante un juzgado de primera instancia civil y comercial de la ciudad cabecera. Solicitan se deje sin efecto la resolución disponiéndose la competencia del Juzgado de Paz Letrado de Gral. Madariaga.

      2. Agravios de la parte actora. 

      Sabido es que la competencia revisora del Tribunal se encuentra circunscripta al tratamiento de aquellos ataques concretos y razonados vertidos, demostrativos –en sustento de las constancias del proceso- de la sinrazón del Juzgador, es decir, en función de los agravios técnicos, idónea y suficiente mente expuestos (arts. 260, 261, 266, 272 del CPCC), de donde es lógico concluir que todas aquellas considera ciones del Magistrado sentenciante que hayan servido de fundamento a su decisión que  no  hayan  sido  atacadas 

debidamente, devienen firmes e irrevisables para el Tribunal de Alzada, más allá del mayor o menor grado de acierto o error con que este se hubiere conducido. (S.C.B.A., Acs. 43.416, 43.697, entre otros)

      El escrito de expresión de agravios es un acto procesal que proviene de la parte legitimada, es decir, aquel que ha apelado en tiempo y forma, corresponde distinguir dos elementos; su forma y su contenido.

      En cuanto al primero se impone claridad exposi tiva, que facilite su estudio. Requiere por su importancia el patrocinio letrado, junto con la firma de la parte o justificación de la personería y cumplir en forma acabada con la prescripción de copias para correr traslado de ella al o los apelados conforme el art. 120 del CPCC.  

      Respecto del segundo, el contenido u objeto de la impugnación la crítica precisa de cuáles son los errores que contiene la resolución, sea en la apreciación de los hechos o en la aplicación del derecho. Crítica razonada que no se sustituye con una mera discrepancia, sino que implica el estudio  de  los 

considerandos del juzgador, demostrando al tribunal revisor las equivocadas deducciones, inducciones, conjeturas u omisiones sobre las distintas cuestiones resueltas. (FENOCHIETTO, Carlos E., Código Procesal Civil y Comercial de la Nación Comentado, anotado y concordado, T. 2, págs. 96 y sigts., Ed. Astrea)

      Han sido las diferentes Cámaras en cumplimiento de su actividad las que han ido dibujando el perfil de los conceptos señalados en el párrafo anterior, así se puede afirmar que no basta la manifestación de la mera disconformidad con lo decidido para estimar cumplida la carga procesal que ciñe el art. 260 del CPCC, sino que, en todo caso, ella se erige en el punto de partida de una labor guiada a demostrar, razonada y concretamente, los errores que se endilgan al fallo objetado no siendo suficiente al respecto la formulación de meras generalidades o exposiciones de corte dogmático que se evaden del examen crítico de todos los fundamentos que exhibe. Así para tener por satisfechos los fines legales del escrito de expresión de agravios deben con cretarse, punto por punto, los  déficits  fundamentales 

que se le atribuyen al fallo atacado, ya sea en la aplicación del derecho o, en su caso, en la aprecia ción de los hechos y su prueba. 

      En concreto, el contenido de la expresión de agravios como dije corresponde a una crítica del pronunciamiento impugnado, apuntado a cada uno o a todos los siguientes aspectos: 1) error in iudicando del juez, por haber considerado hechos no incluidos en el debate; 2) error in iudicando por haber efectuado una errónea apreciación de los elementos probatorios referidos a los hechos del proceso; 3) error in iudicando del juez por haber aplicado una norma inadecuada; 4) error in iudicando del juez por haber interpretado mal la norma con la que dio solución al litigio, y 5) omisión del juez en el tratamiento de cuestiones que le fueron planteadas (art. 273 CPCC). (RIVAS, Adolfo A., Tratado de los recursos ordinarios, T. 2, pág. 473 y sigts., Ed. Abaco)

      Vistas las piezas procesales de fs. 22 y vta. y 24 y vta., respectivamente y de igual tenor, se advierte que en las mismas se señalan dos cuestiones  a 

modo de agravio; la primera que el domicilio de celebración del matrimonio determina la competencia en la materia mientras que la segunda es una reflexión sobre la realidad que afecta a los justiciables que ocurren a los Juzgados de Paz Letrados sitos en sus localidades de residencia.

      Sabido es que la expresión de agravios debe ser autosuficiente y completa, por ello debe considerarse desierto el recurso de apelación que no impugna en debida forma la sentencia, efectuando el recurrente simplemente la sita de un extremo que determinante de la jurisdicción que no resulta atendible desde ningún punto de vista, pues visto el art. 227 del Código Civil resulta competente para conocer en las acciones de separación personal, divorcio vincular y nulidad será competente el juez del último domicilio conyugal efectivo o el del domicilio del cónyuge demandado mas no como lo señala el recurrente el de celebración del matrimonio y la referencia a una realidad que impera en cuanto a la necesidad de evitar los desplazamientos territoriales para lograr el amparo judicial.

La jurisprudencia bonaerense ha señalado que no resulta suficiente la mera disconformidad con lo decidido para estimar cumplida la carga que impone el art. 260 CPCC, sino que, ella se erige en el punto de partida de una labor guiada a demostrar, razonada y concretamente, los errores que se endilgan al fallo objetado no siendo suficiente enunciar generalidades o exposiciones de naturaleza dogmática que evaden a la postre el examen crítico de los fundamentos que exhibe. (CII, Sala I, La Plata, causa B-47.352, reg. Sent. 19/80 del 27-3-80; Cám. de Apel. Civ. y Com., Sala 2ª San Martín, DJJBA. 16-VI-80, v. 118, p.376)

      Considero que la referida presentación no satis face los extremos que señalé como propios de la expresión de agravios, el agraviado se limita a recurrir a un extremo que conforme su entender determina la competencia en el caso de divorcio vincular fundado en la causal objetiva (art. 214 inc. b) pero no ha realizado la crítica razonada del resolutorio, no resulta un análisis de aquél, señalando y demostrando, punto por punto los errores en que se ha 

incurrido y las causas por las cuales el pronun ciamiento se considera injusto o contrario a derecho. 

      Por las razones que anteceden, entiendo que no se encuentra cumplido en autos con el contenido mínimo que debe tener aquella de conformidad con el art. 260 del CPCC; por lo que corresponde hacer efectivo el apercibimiento contenido en el art. 261 del cód. cit. y declarar su deserción.

      3. Nulidad del interlocutorio de fs. 20 y vta..

      Sin perjuicio de lo dicho, vista la sentencia interlocutoria de fs. 20 y vta., se advierte que la magistrada hubo de fundarla en el art. 63 apartado II inc. “a” de la ley 9229/78 mod. por la ley 10.571, referido a la competencia en razón de la materia de los juzgados de paz letrados, norma que se encontraba derogada por sustitución de su texto al tiempo de su aplicación. (arts. 171 Const. Prov., 163 inc. 5 CPCC)

      Sabido es que el error en la aplicación del derecho, per se no conlleva la nulidad del decisorio, sin embargo cuando aquel es el meollo del debate por inobservancia de preceptos de orden imperativo  adviene 

el poder de invalidar lo decidido ex officio.

      La situación planteada hace que esta Alzada deba decretar la nulidad de oficio el pronunciamiento, ante la ausencia de estimulación recursiva alguna, teniendo en consideración la deserción de la expresión de agravios traídos por los recurrentes que inhibe la puesta marcha del recurso de nulidad en los términos del art. 253 CPCC.

      La iudex a quo debió resolver la cuestión que le fuera sometida a la luz de la ley 13.634 y sus modificatorias, que ordena la competencia en razón de las materias que deben atender los jueces de paz letrados.

      Dictada una ley, debidamente publicada se presume conocida por la ciudadanía y deviene obligatoria para aquella sin excepciones, integrando en estos términos el orden público interno del país. (arts. 20, 21 Cód. Civil)

      El carácter de orden público de una ley o de una norma no pende del arbitrio del legislador, quien suele declararlas así para reafirmar el grado de  imperativi- 

dad de los preceptos, sino que corresponde a los jueces al momento de interpretar y aplicar la norma en cuestión asignarle tal condición, aunque no esté establecido originariamente.

      En términos generales, los ordenamientos jurídi cos coinciden respecto de las materias que se califican de orden público. Así, con un criterio apriorístico, se pueden mencionar las leyes que contienen principios de orden público, tales son las de Derecho público, en especial el Derecho constitucional; y las que reglamentan las instituciones fundamentales del Derecho privado y que conciernen a las personas, como el estado y la capacidad, el matrimonio y todas las instituciones conexas. De allí que no cabe duda y se ha de afirmar que la ley 13.634 que establece los “Principios del Fuero de Familia y del Fuero Penal del Niño” en el territorio de la provincia de Buenos Aires, con inclusión de la determinación de la competencia de los órganos jurisdiccionales en estas materias es de orden público, como tal debe ser conocida y aplicada.  

      4. Ley aplicable. Vigencia. 

El principio general de territorialidad de las leyes rige nuestro ordenamiento jurídico, el territorio determina el ámbito de validez de las normas del ordenamiento, extremo que se encuentra vinculado con principios constitucionales de soberanía nacional y de igualdad constitucional. (art. 1 del Cód. Civil)

      Por su parte los arts. 2 y 3 del Cód. Civil refieren a la vigencia de las leyes, el primero a la publicación que cumple con dos funciones indispensables en el estado de derecho: la difusión y la certificación; constituyendo una garantía de certeza y resguardo del principio de igualdad ante la ley. La publicación hace efectiva la obligatoriedad de la ley, no porque garantice el conocimiento de la norma, sino porque al posibilitar dicho conocimiento brinda sustento al principio de que la ley se presume conocida y a su correlato, la no admisión del error de derecho como excusa frente a la violación de los deberes que la ley impone. 

      La publicidad de las leyes tiene relevancia para dar por establecida la  incorporación  de  aquellas  al 

plexo jurídico positivo y para dar certeza y uniformidad en cuanto al momento a partir del cual se produce aquella incorporación.

      Lo dicho se completa con los principios de retroactividad e irretroactividad que establece el cuerpo legal de que se trate, estas reglas son fundamentales para afianzar la seguridad jurídica, ya que en la sucesión cronológica de leyes pueden generarse conflictos para determinar la norma aplicable al caso concreto. El problema aparece cuando se produce un cambio en la ley durante el tiempo de vida de la relación o situación jurídica, y esto obliga a resolver qué norma ha de aplicarse, qué efectos podrá seguir teniendo la norma anterior y qué efectos tendrá la nueva norma respecto a cada aspecto de la situación jurídica. (BUERES, Alberto-HIGHTON, Elena; Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinal y jurisprudencial., T. 1ª págs. 2 y sigts., Ed. Hammurabi, 3era. reimpresión, Buenos Aires, 2007).

      Con esta clave de bóveda resulta pertinente establecer; si se encontraba vigente al tiempo  en  que 

se dictó el resolutorio de fs. 20 y vta. la ley 13.364, respecto de la determinación de la competencia de los juzgados de paz letrados para conocer en un proceso de divorcio vincular por presentación conjunta sostenido en la causal objetiva que prevé el art. 214 inc. 2) del  Cód. Civil.

      La norma bajo análisis fue promulgada con observa ciones mediante Decreto 44/07 del 18/01/2007 y publicada en el Boletín Oficial nº 25588 el día 02/02/2007, dado que no contiene en su articulado referencia alguna al momento de su entrada en vigencia se ha de entender que lo era a partir de los ocho (8) días de su publicación. (art. 2 Cód. Civil) 

      En su art. 104 establece la sustitución del art. 61 de la Ley 5827 –Orgánica del Poder Judicial- ordenada por Decreto 3702/92 y sus modificatorias. Esta norma establece las materias de competencia de los juzgados de paz letrados.

      Mediante el Decreto 3438/2007 se prorrogó hasta el día 1º de junio de 2008 la aplicación y entrada en vigor de las disposiciones comprendidas  en  el  primer 

párrafo del art. 92 la ley 13.364, conservando su vigencia las restantes disposiciones ese artículo. Por su parte la ley 13.821 (BO 13-05-2008) fue más allá ya que modificó el referido art. 92 en el sentido de que “Las disposiciones referidas al Proceso de Familia comprendidas en el Capítulo II Título II, comenzarán a regir a partir del 1º de diciembre de 2007 en la medida que la Suprema Corte de Justicia, de acuerdo con el plan de transformación establecido por el art. 94, ponga en funcionamiento los órganos del nuevo Fuero de Familia. ...” (el destacado me pertenece); vencido ese plazo que tendrá diferentes vencimientos asumirán su competencia los órganos jurisdiccionales del nuevo Fuero de Familia, estableciéndose como plazo máximo para el proceso de transformación el de un año contado a partir del 01-12-2007. (arts. 92, 93 t.o. ley 13.821)

      De allí que hasta que se fenezca aquel plazo máximo (01-12-2008) las disposiciones referidas al Proceso de Familia comprendidas en el Capítulo II del Título II, no tendrán vigencia; aquellas no  son  otras 

                                                 //////

///// que las normas de procedimiento para transitar “La Etapa Previa” con intervención del Consejero de Familia.

      Lo dicho me lleva a concluir que la competencia denegada por la Dra. Dillon ha de resultar fijada por el nuevo texto del art. 61 de la LOPJ, en la redacción del art. 104 de la ley 13.364 en forma estricta y sin necesidad de considerar en qué medida puedan incidir los extremos señalados por el art. 828 del Capítulo II Título II; ello así porque la petición de los interesados (fs. 14 vta., cargo del 02/11/07) y el dictado del interlocutorio (fs. 20, 25/02/07) tuvieron lugar en forma previa al cumplimiento del plazo establecido por el decreto 3438/07 ampliado por el art. 94 ley 13.634 mod. por el art. 3 de la ley 13.821.  

      5. Competencia.

      Es menester reafirmar que la competencia sobre la que se decide en esta causa, lo es al tiempo en que la materia de familia es conocida por los Juzgados de Pri mera Instancia en lo Civil y Comercial y los de Paz Le trados, ello en tanto no se encuentren en funcionamien-

                                                 //////

///// to de conformidad con el cronograma que establecerá la Suprema Corte de Justicia Provincial los Juzgados de Familia en su nueva concepción, unipersonales, momento en que adquirirá plena vigencia y operatividad el Capítulo II Título II del Proceso de Familia normado por la ley 13.634 y sus mod.; tiempo este en que probablemente advendrán otras cuestiones de competencia sustentadas en los principios rectores de la norma en análisis, me refiero a la especialidad del nuevo fuero y al principio de inmediatez.

      Tal como señalé supra el art. 104 de la ley 13.364 sustituye el texto del art. 61 de la ley Orgánica del Poder Judicial en tanto establece de modo taxativo las materias en que han de conocer los juzgados de paz letrados, mediante una sistemática idéntica a la que tenía aquella norma en tanto se encuentra dividida en dos párrafos; en el primero se enuncian una serie de juzgados entre los que no se encuentra el partido de Gral. Madariaga, por lo tanto ha de quedar comprendido en el segundo conforme el principio de exclusión.

                                                 //////

///// En cada uno de los párrafos se señalan las materias en que han de conocer, pero en cuanto a los comprendidos en el párrafo segundo, que aunque resulte de Perogrullo he de señalar se incluyen todos los integrantes de este departamento judicial, además de las enumeradas desde la letra a) a l) se lee en el introito los siguiente “II. Los restantes Jueces de Paz Letrados, conocerán además (el destacado me pertenece) de las materias indicadas en el párrafo precedente en los siguientes procesos: ...”.

      El thema decidendum se encuentra en aquellas líneas mas de modo puntual en el término además. Para ello se debe tener en consideración que la palabra además, sin necesidad de mayor esfuerzo interpretativo, refiere a aquello que es en más de esto o aquello; en el caso la competencia de los juzgados de paz letrados que quedan comprendidos en el párrafo II del art. 61 LOPJ ha de ser la taxativamente enunciada más la que emerge del párrafo I, vale decir que tienen una competencia ampliada.

      De allí que si  en  el  párrafo  I  letra  g)  se 

                                                 //////

///// establece que han de conocer en “... materia de Familia, la establecida en el Artículo 827 del Código Procesal Civil y Comercial, que no se haya especificado en los demás incisos de este artículo”; en este sendero de análisis hermenéutico los juzgados de paz letrados del comprendidos en el párrafo II habrán de conocer no sólo en los procesos indicados en la letra a) “separación personal, divorcio vincular y conversión de separación personal en divorcio vincular, en los términos de los artículos 205, 215, 216 y 238 del Código Civil” sino que también lo habrán de hacer en todos los establecidos en el art. 827 del CPCC.

      Siguiendo este hilo de Ariadna, visto el nuevo art. 827 CPCC (art. 16 ley 13.364) el texto de la letra a) dice “Separación personal y divorcio”, sin realizar disquisición alguna referida a tipo de presentación, en referencia al juicio contradictorio y aquel que lo es bajo la fórmula de la presentación conjunta, tal el caso en revisión.

      Es así como no tengo duda alguna que el Juzgado de Paz Letrado de Gral.  Madariaga  resulta  competente 

                                                 //////

///// para conocer en el trámite de un divorcio por presentación conjunta pretendido bajo la fórmula del art. 214 inc. 2) del Cód. Civil; no sin dejar de advertir que las circunstancias temporales hacen que este decisorio tenga características particulares que no resultarán aplicables a partir del día 01/12/2008 en que prima facie cesará la suspensión del Capítulo II Título II.

      6. Costas.

      Las costas del proceso se imponen a los recurren tes atento la deserción que de su expresión de agravios fuera decretada. (art. 68 CPCC)

      VOTO POR LA NEGATIVA.
------EL SEÑOR JUEZ DOCTOR HANKOVITS ADHIRIO AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS.------------------------------A LA SEGUNDA CUESTION LA DRA. DABADIE DIJO:------

      En virtud de los argumentos dados, citas legales, doctrinarias y jurisprudenciales en atención al acuerdo alcanzado (arts. 168, 171 Const. Prov. y 266 y 272 del CPCC); corresponde: 1. Revocar la sentencia interlocuto ria de fecha 25 de febrero  de  2008;  2.  Declarar  la 

competencia del Juzgado de Paz Letrado de Gral. Madariaga para conocer en el proceso de divorcio por presentación conjunta conforme el art. 214 inc. 2) Cód. Civil. Las costas de esta instancia se imponen a los apelantes en razón de la deserción de su expresión de agravios (art. 68 CPCC).

      ASI LO VOTO.

------EL SEÑOR JUEZ DOCTOR HANKOVITS ADHIRIO AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS.------------------------------CON LO QUE TERMINO EL PRESENTE ACUERDO FIRMANDO LOS SEÑORES JUECES DE ESTA EXCMA. CAMARA DE APELACION.-

///// Dolores, 24 de julio de 2008.

      Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, los que se tienen aquí por reproducidos, SE RESUELVE: 1. Revocar la sentencia interlocuto ria de fecha 25 de febrero de 2008; 2. Declarar la competencia del Juzgado de Paz Letrado de Gral. Madariaga para conocer en el proceso de divorcio por presentación conjunta conforme el art. 214 inc. 2) Cód. Civil. Las costas de esta instancia se imponen a los apelantes en razón de la deserción de su expresión de agravios (art. 68 CPCC).

      Notifíquese y devuélvase.

